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El Primeiro Comando da Capital es el mayor grupo del crimen organizado en el estado de San Pablo, constituido esencialmente por presos. Supera en poder de fuego al resto de las facciones criminales, y ha logrado liderar el mercado paulista de estupefacientes frente al Comando Vermelho, el cartel que controla el tráfico de drogas en Río de Janeiro.

Entre sus reclamos se encuentran el fin de la violencia contra los presos, y la obtención de mejores condiciones de reclusión. Los pedidos incluyen el aumento del horario de visita (familiares y de abogados), mejor comida, y algunos otros, como ver televisión. Es por eso que entre los presidiarios esta agrupación es llamada "El Partido".

Números del crimen
El P.C.C. también es conocido como "15.3.3.", números que aluden a las letras del alfabeto (la decimoquinta (P) seguida dos veces por la tercera (C)). 
Cuenta con una fortuna estimada en casi 52 millones de dólares, que es administrada por entre cuatro y seis tesoreros. Su líder descentralizó el manejo de las finanzas en 2005, después de que la policía detuviera a su único tesorero. Al parecer, cada tesorero utiliza las cuentas legales de los familiares de los presos que tienen deudas con el P.C.C.. Desde sus celdas, por medio de celulares, ordenan los pagos, cobros y transferencias. Si los movimientos bancarios son descubiertos, los titulares quedan como únicos responsables del ilícito, por lo que no comprometen al resto de la estructura financiera. 
Se cree que el "Partido del crimen" cuenta con más de 100.000 miembros, dentro y fuera de las cárceles, en un estado que tiene 140.000 presos, el 40% de la población carcelaria del país. Para ingresar, los presidiarios y delincuentes deben ser presentados por otro socio. Una vez aceptado, el criminal pasa a ser un "hermano integrado". Como tal debe pagar una cuota mensual que varía según la situación de cada miembro. Las cuotas son de R$25 para los presos con régimen cerrado, el doble para los de régimen abierto, y R$500 para los que están libres. El pago les garantiza protección, contactos y, si la jerarquía del criminal lo justifica, el eventual rescate de algún presidio. 
Actualmente su jefe es Marcos Willians Herbas Camacho, alias "Marcola" o "Playboy", quien fue condenado a 44 años de prisión por robo a bancos. Camacho se convirtió en el jefe máximo del P.C.C. en 2002, luego de una guerra interna. El líder anterior a Camacho fue eliminado a golpes por sus propios compañeros, después de una reunión en el patio de la penitenciaría. Una vez al mando, Camacho cambió el accionar del "Partido". Reemplazó los secuestros por el tráfico de drogas, con lo que logró mayores ganancias. 

El sistema carcelario 
"Marcola", al igual que otros miembros del PCC, se encuentra en el Centro de Readaptación Penitenciaria (CRP) José Ismael Pedrosa de Presidente Bernardes, un penal de máxima seguridad. En este tipo de presidios está vigente el Régimen Disciplinar Diferenciado (RDD), por el cual los presos pasan 22 horas diarias encerrados en celdas individuales. No pueden escuchar radio, ver televisión, ni tampoco recibir visitas personales. Con este sistema se pretende incomunicar a los criminales con el resto de la organización, pero se sabe que, aún aislados, estos manejan un poder paralelo al de las autoridades que les permite continuar con el control de la estructura criminal. 
Desde hace años las cárceles paulistas están colapsadas, una situación que se repite a nivel nacional. La mayoría de los 144 presidios ubicados en el estado de San Pablo tiene una población que excede la capacidad para la que está preparada, y hay casos en los que además la duplica. Puede entenderse, entonces, que los presos vivan en condiciones de continuo hacinamiento. Para completar el cuadro, tampoco los guardias viven con normalidad ni dentro ni fuera de las prisiones. Después de los ataques que el P.C.C. realizó en mayo de 2006, el sindicato de guardia cárceles va y viene entre huelgas y protestas por mayor seguridad. Exceptuando a la Policía, los guardias son las principales víctimas del crimen organizado, con la diferencia de que no se les permite estar armados. La situación ha llevado a que algunos de ellos vayan a trabajar disfrazados de plomeros y otros oficios para evitar ser identificados. 

Parte del problema carcelario remite también a decisiones del poder judicial. Tanto el año pasado como éste, los presos recibieron permisos temporales para salir de la cárcel. Durante la Pascua pasada, un total de 10.796 recluidos obtuvieron la autorización; apenas 291 menos que en mayo de 2006, y a pesar de las atroces consecuencias que trajo. No hubo cambios, y los criminales lo aprovecharon: 560 no volvieron. Este beneficio es parte de la Ley de Ejecución Penal, y se otorga por un máximo de siete días. Aquellos presos con régimen semiabierto, que presenten buen comportamiento y hayan cumplido un sexto de su condena, en el caso de los novatos, y un cuarto, en el de los reincidentes, pueden recibirlo cinco veces al año. 

Por otro lado, como suele pasar en los países en los que el poder de las mafias, traficantes de armas o drogas ha alcanzado un crecimiento elevado, las instituciones que deberían combatirlas tienen sus propios negocios con los criminales. Según un informe de la Comisión del Parlamento sobre el Tráfico de Armas de Brasil, presentado en septiembre del año pasado, la Policía y el Ejército se encuentran entre los principales proveedores de los traficantes de armas. Casi un tercio de las armas de fuego incautadas a narcotraficantes provenían de estas dos instituciones. 

De banda carcelaria a Institución del crimen 
El P.C.C. lleva ya más de trece años creciendo en las cárceles y las calles de San Pablo. Fue formado en la cárcel Casa de Custodia de Taubaté en agosto de 1993. El detonante fue la "Masacre de Carandirú": 111 presos asesinados por la policía el 2 de octubre de 1992, después de haberse amotinado en el pabellón nueve del penal más grande de América latina. 
Ocho años después, en febrero de 2001, se instaló en los noticieros brasileros al protagonizar el mayor motín carcelario en toda la historia del país hasta ese momento. Unos 30.000 presidiarios participaron de la rebelión en 29 prisiones paulistas. Durante veintisiete horas las cárceles fueron suyas, con lo que demostró un gran poder y una amplia superioridad frente a otras bandas carcelarias como la Secta Satánica y el Comando Criminal Brasilero Revolucionario. Veinte reclusos murieron; la mayoría pertenecían a bandas rivales al PCC. 

Los criminales volvieron a desestabilizar a los paulistas en noviembre de 2003. Esta vez atacaron alrededor de 50 comisarías, consiguiendo asesinar a tres agentes y herir a otros doce. 
Con estos antecedentes y superando las estimaciones acerca de su poder real, en 2006, el grupo narcocriminal desplegó su poder de fuego en las calles del estado con una acción de combate no vista antes. El 13 de mayo, el P.C.C. comenzó varios ataques contra la Policía de San Pablo, luego de que las autoridades dispusieran el traslado de 765 presos a una cárcel de máxima seguridad en el interior del estado. Entre ellos se encontraban Camacho y otros jefes. El enfrentamiento duró más de 5 días, durante los cuales los criminales realizaron alrededor de 253 ataques a comisarías, bancos y colectivos. El saldo dejó 150 muertos y motines en más de 55 prisiones. 

Lejos de calmarse, solo dos meses después realizó 48 ataques contra la policía y entidades bancarias. Al parecer, la violencia se produjo luego de que fuese encarcelado Emivaldo Silva Santos, el líder del P.C.C. en el interior del estado paulista. En esta ocasión, por lo menos seis personas fueron asesinadas. Al finalizar el año, se calculó que el P.C.C. había cometido más de 550 ataques.
Tras más de una década de organización, lo que comenzó como una banda de presos se transformó en el mayor referente del crimen organizado brasilero. No solo aumentó su poder, desde hace un año también lo despliega cada vez que lo cree necesario. Sin un Estado que lo enfrente con medidas eficientes, el próximo paso parece ser la penetración en el sistema político. Por lo menos, información de ese tipo trascendió durante la campaña presidencial en octubre de 2006. Y, si todo político tiene su precio, no parece imposible pensar que el "Partido" ya haya ingresado. 
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